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Abstract: Durante los últimos años, el concepto de ciudadanía ecológica ha ganado densidad teórica y relevancia científica, hasta el punto de constituir una de los más prometedores desarrollos de la teoría de la ciudadanía. La importancia creciente de la dimensión medioambiental de la sociedad contribuye a explicar la relevancia de un concepto que pone de relieve el papel central del ciudadano como actor del cambio social. Aunque no existe una teoría unificada de ciudadanía ecológica, existe un consenso creciente en torno a sus rasgos diferenciales: su realización en la esfera privada y doméstica; su énfasis en los deberes morales (hacia el mundo natural y las generaciones futuras) antes que en los derechos; y su carácter intrínsecamente global. Sucede que esta comprensión de la ciudadanía ecológica plantea algunos problemas si atendemos a la práctica sociológica de la misma, porque constriñe en exceso el tipo de contribución que el ciudadano puede hacer a la causa de la sostenibilidad. Igualmente, resulta conveniente trabajar con una noción de ciudadanía ecológica susceptible de medición empírica. Nuestro propósito es por eso doble: (i) dar forma a una definición de ciudadano ecológico más abierta y articulada a través de una serie de indicadores mensurables; y (ii) ilustrar su utilidad a través del caso español, mediante el análisis del material demoscópico del CIS, para así empezar a saber si la ciudadanía ecológica es algo más -o algo menos- que un atractivo concepto teórico.
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1. Democracia, sostenibilidad y ciudadanía.

La sostenibilidad ha dejado de ser un concepto marginal en la vida pública de la sociedad global. Sin embargo, su aceptación como objetivo social general no ha venido acompañado de un consenso acerca de su contenido ni de los medios que debieran conducir a su realización. Esto puede parecer paradójico, pero es comprensible: una cosa es convenir que la relación entre la sociedad y su medio ambiente ha de ser sostenible, otra muy distinta decidir sobre el tipo de reestructuración que esa misma sociedad habría de experimentar. A fin de cuentas, no hay una única forma de sostenibilidad, sino varios escenarios distintos llamados a ser políticamente elucidados (Mitcham 1997, Dobson 1998, Valencia 2006, Arias Maldonado 2008). Democracia, sociedad y medio ambiente están profundamente imbricados.

Ahora bien, la cualidad política de la sostenibilidad no debe de ser identificada con su completa politización. Es tal la dimensión del cambio social necesario para alcanzar la sostenibilidad, que resulta impensable que ésta pueda decretarse estatalmente o ser el producto exclusivo de las iniciativas públicas dirigidas al efecto. Los debates desarrollados a finales de la década de los setenta en torno a la propuesta ecoautoritaria –suerte de mandarinato ecológico impuesto en aras de la supervivencia– demostraron que la sostenibilidad requiere de la cooperación social, no de una coerción en último término ineficaz. Además, semejante imposición sería contraria a los principios básicos del constitucionalismo liberal-democrático y, por ello mismo, contraproducente (ver Ophuls, 1977; Porritt, 1997: 64-65; Saward, 1996 y Barry, 2002: 147).

Puede así decirse que tanto los principios como la racionalidad práctica aconsejan contemplar la búsqueda de la sostenibilidad como un proceso de reforma gradual de la sociedad contemporánea, antes como el producto de su ruptura. Y la tensión entre ambas posiciones define la búsqueda de identidad del ecologismo contemporáneo, toda vez que la vieja hegemonía del radicalismo ha dejado paso a una creciente aceptación del reformismo (cfr. Humphrey, 2002).
De este modo, la sostenibilidad debe entenderse como un proceso político, pero también como un proceso social; es, si se quiere, un proceso social orientado políticamente. Esta constatación no tiene un origen ideológico, sino que refleja una realidad insoslayable: la complejidad del sistema social y la subsiguiente complejidad de su relación con el sistema natural. Tal como sugiere Neil Carter:

“Sea como fuere, el centro de gravedad de la política verde se ha desplazado indudablemente desde un rechazo radical del industrialismo y una atención obstinada a los problemas ecológicos, hasta una aceptación reformista del capitalismo y la democracia liberal, basada en una amplia agenda de justicia social, en algunos aspectos más radical” (Carter, 2007: 356).
Sucede que este rechazo de los clásicos fines radicales del ecologismo político afecta también a los medios a través de los cuales está llamada a realizarse la sociedad sostenible. Sobre todo, porque la aceptación de los rasgos básicos de la democracia liberal supone implícitamente el rechazo del dirigismo estatalista y la atribución de un papel decisivo a la sociedad civil y los agentes económicos, políticamente orientados por las políticas gubernamentales. La sostenibilidad debe de basarse en una pluralidad de políticas e instrumentos públicos y privados. Dicho de otra manera, se combinan aquí las virtudes intervencionistas de la política pública, con las virtudes liberales del desenvolvimiento espontáneo de la sociedad civil y los agentes económicos; ninguna parece poder funcionar sin la otra. Sin duda, los poderes públicos deben asumir la iniciativa política, pero más que forzar el cambio social, deben promoverlo, so pena de frustrarlo.

Es en este contexto donde puede apreciarse plenamente el papel de la ciudadanía. Porque es obvio que los ciudadanos tienen una importante función que cumplir en la búsqueda de la sostenibilidad: no puede haber sociedad sostenible sin ciudadanos ecológicos. Esto no es más que un caso particular del más amplio caso general que relaciona la salud de una sociedad compleja con la capacidad de sus ciudadanos para actuar como tales. Esta premisa se sostiene sobre la convicción de que una sociedad es verdaderamente democrática y pluralista si está constituida por auténticos ciudadanos, esto es, por individuos que poseen una cierta tensión pública, o compromiso con la vida de su comunidad –con independencia de que definamos ésta en términos nacionales, regionales e incluso urbanos.
A fin de cuentas, la democracia no es un dispositivo técnico de toma de decisiones, sino un cuerpo de valores e instituciones. Desde este punto de vista, la democracia sería una forma de vida, cuyo funcionamiento depende tanto de las instituciones públicas como de los ciudadanos que las sostienen. En nuestras sociedades complejas, las esferas pública y privada se solapan y entrecruzan constantemente, de manera que la vieja división entre Estado y sociedad civil no puede sostenerse sin más: la democracia es sociedad democrática, lo que significa que es necesario atender también a las distintas formas que adopta la participación ciudadana en la vida de su comunidad.

Ahora bien, cuando hablamos de una orientación pública no nos estamos refiriendo al tipo de disposición a partir de la cual debería poder construirse una democracia de corte participativo, sino más cautelosamente a una serie de actitudes que dan forma a un ciudadano activo en una democracia liberal-representativa. Tal orientación, incluso tensión, hacia la vida pública, se manifiesta a través de un conjunto de rasgos y actitudes: búsqueda de información política, disposición al debate y deseo de participación, entre otros. Ya veremos, sin embargo, que una de las particularidades del modo de vida sostenible es la importancia que poseen los comportamientos domésticos y privados, por ser ésta la esfera donde deben florecer las virtudes ecológicas del ciudadano. Se trataría entonces de conductas privadas orientadas públicamente, ya que la arena doméstica se vería influida por el más amplio interés de la sociedad (ver Barry 2002: 148). O así debería ser.

El ciudadano no es más que uno de los muchos actores sociales con influencia sobre la sostenibilidad; y es uno que a menudo adopta un rol pasivo frente a las decisiones adoptadas por las autoridades, el poder económico o la comunidad científica. Sin embargo, es un actor decisivo, aun considerando únicamente su escala formidable, cuya cooperación es esencial para la realización de la sostenibilidad. De ahí la utilidad de nuestra aproximación al mismo en el marco de una reflexión más amplia sobre nuevos conceptos de ciudadanía. Ahora bien, nuestra intención es ir más allá de la mera reflexión teórica, para tratar de discernir si un concepto como éste, que funciona en el plano abstracto sin mayores dificultades, lo hace también en el plano práctico. A tal fin, hemos rastreado la base de datos del CIS, en busca de indicios suficientes para sopesar la conciencia y prácticas ecológicas de los españoles (ver Valencia, Arias y Vázquez 2010).
Este trabajo se ordena como sigue. En primer lugar, fijamos los criterios que nos permitirán identificar al ciudadano ecológico. En lugar de ofrecer aquí un resumen de la vasta literatura sobre este concepto, es preferible y mucho más fructífero establecer una definición manejable de lo que sea un ciudadano ecológico, esto es, un retrato-robot susceptible de ser posteriormente identificado en la vida real mediante trabajos de campo y datos estadísticos. A tal fin, después de algunas consideraciones preliminares, señalamos una serie de dimensiones de ciudadanía ecológica, que operan también como indicadores de esta última. A continuación, se expone la validación empírica de las mismas, mediante un resumen y comentario de los datos referidos a España. La conclusión final enfatiza la utilidad de nuestra hipótesis conceptual para el estudio de la ciudadanía ecológica más allá de las peculiaridades del caso español.
2. Hacia una definición del ciudadano ecológico.
Durante la última década, la noción de ciudadano ecológico ha cobrado vigencia paulatinamente en la literatura. Esto puede explicarse, de un lado, como un avance más en la reinterpretación verde de las instituciones políticas existentes. Pero es también, de otro, un reconocimiento del potencial de la ciudadanía misma, como institución ubicada dentro de la sociedad civil, pero relacionada directamente con el Estado, que al mismo tiempo atañe tanto a la esfera pública como a la privada –lo que la convierte en un concepto prometedor cuando de la sostenibilidad se trata.
Quienes han tratado de desarrollar teóricamente una lectura verde de la ciudadanía han sostenido que la ciudadanía ecológica resultante merece un espacio propio en la teoría contemporánea de la ciudadanía (Dobson, 2001, 2003, 2006; Jelin, 2000; Smith and Pangsapa, 2008; Dobson and Valencia, 2005; Dobson and Bell, 2006; Latta and Garside, 2005; Latta, 2007a, 2007b; Gabrielson, 2008; Melo-Escrihuela, 2008; Valencia 2003, 2005). Se asume, en este sentido, que la ciudadanía ecológica rompe con los modelos tradicionales de aquella en tres aspectos clave: [a] se basa en deberes, antes que en derechos; [b] se disfruta y practica tanto en la esfera pública como en la privada; y [c] está llamada a trascender el Estado-nación, constituyéndose por ello en una suerte de ciudadanía global o cosmopolita. Así las cosas, el énfasis en los deberes humanos hacia el mundo natural acaso sea el rasgo más prominente y rupturista de la ciudadanía ecológica.
Dejando a un lado ahora la riqueza del debate teórico en torno a la ciudadanía ecológica, nuestro propósito es dar con una definición práctica de lo que supone ser –o dejar de ser– un ciudadano ecológico. En ese sentido, es útil comenzar distinguiendo entre los deberes éticos y legales del mismo, como criterio que nos ayudará posteriormente a delinear diferentes actitudes hacia el medio ambiente, así como la definición misma de ciudadano ecológico. Pero, ¿por qué es tan importante esta distinción?
Si decimos que la ciudadanía ecológica subraya los deberes morales de los seres humanos hacia el mundo natural, ha de ofrecerse un fundamento para la universalización de tales deberes. Porque, si se propone que una ética del cuidado haga las veces del mismo, ¿qué hacemos con aquellos ciudadanos que simplemente no comparten esa singular clase de moralidad? En un contexto pluralista, no parece posible elevar semejante demanda; mucho menos, aplicarla. Andrew Dobson (2006) ha tratado de sortear este problema, sugiriendo que la justicia (antes que una ética del cuidado) ha de ser el fundamento para los deberes del ciudadano ecológico, así como proponiendo una distinción entre la ciudadanía medioambiental (vinculada al discurso clásico de los derechos) y otra ecológica (basada en las virtudes, ejercitada privada antes que públicamente y desvinculada del Estado-nación). No obstante, es dudoso que esta inteligente distinción proporcione el tipo de fundamento que demanda una ciudadanía ecológica que aspire a universalizarse. La moralidad sigue siendo un problema. Y sólo un cambio cultural tan gradual como profundo podría propiciar una difusión de la ética del cuidado de esa magnitud.
De ahí que parezca razonable separar las dimensiones legal y ética de la ciudadanía, a fin de diferenciar entre deberes legales y deberes morales hacia el mundo natural. Ya que hay una dimensión moral innegable en el acto de cumplir con deberes autoimpuestos de cuidado hacia el mundo natural –con independencia de que esos deberes se asuman por el bien de la naturaleza o pensando en la supervivencia del ser humano. Entonces, el ciudadano ecológico, ¿cumple normas legales o satisface deberes morales? Ambas cosas, probablemente. Pero si vamos a dotar a la noción de ciudadano ecológico de un contenido reconocible, éste no puede consistir únicamente en la obediencia a las normas vigentes, porque todo ciudadano está obligado a ello. Por eso, conviene diferenciar entre aquello que un ciudadano hace porque tal es su deber y aquello que hace sin constricción ni recompensa como resultado de un deber moral libremente asumido hacia el mundo natural. En otras palabras, no podemos elegir si contaminamos o no más allá de los límites legales, pero sí podemos elegir cuidar nuestro entorno, ahorrar energía, castigar a aquellas empresas que no son lo bastante verdes, etc. Si hay elección, hay libertad.
A partir de aquí, es obvio que la determinación de cuáles sean los estándares mínimos cuyo cumplimiento es suficiente para describir a un ciudadano como ecológico sólo puede lograrse con la mayor dificultad. Sin embargo, es también patente que los ciudadanos pueden contribuir a la sostenibilidad de muchas maneras distintas. Algunas de ellas apenas suponen expresar valores verdes u omitir conductas medioambientalmente dañinas, mientras que participar en actos de protesta o afiliarse a un movimiento social estarían en el extremo opuesto de un continuo que describiera distintos grados de compromiso personal. Esta diversidad potencial puede expresarse en los siguientes tipos de disposición personal hacia el medio ambiente:
a) Adhesión moral. Expresión de un grado variable de conciencia medioambiental, sin que ésta encuentre expresión directa en su estilo de vida o sus preferencias políticas. Quiere decirse que el ciudadano dice más que hace: más que cooperar activamente en la sostenibilidad, espera que se adopten las medidas que conduzcan a ella.

b) Cooperación voluntaria. Adopción de conductas sostenibles y medioambientalmente responsables en la vida doméstica y el ámbito privado –con un grado variable de intensidad. No se trata del cumplimiento de las leyes que obligan a todos, sino de acciones voluntarias que implican un cuidado del medio ambiente.

c) Participación activa. Desarrollo de un compromiso activo con la causa medioambiental, mediante distintas formas de participación política y cívica. Esta participación puede ser, a su vez: [i] formal, esto es, desarrollarse a través de procedimientos institucionalizados, como los planes de participación local y otras experiencias participativas orientadas a la conservación o la sostenibilidad; [ii] informal, que incluye la pertenencia a movimientos verdes que actúan políticamente fuera de los canales institucionales, pero también aquellas acciones de contenido político desligadas de toda militancia formal –como, por ejemplo, la compra de productos ecológicos o el boicot a determinadas marcas; y [iii] cívica, que comprende las acciones no políticas del ciudadano en la sociedad civil y su implicación en actividades que trascienden la esfera privada y atienden a intereses públicos o con innegable repercusión pública (tejido asociativo, Tercer Sector, etc.).
Naturalmente, se trata de disposiciones compatibles entre sí, que admiten distintos grados de implicación en diferentes momentos de la vida del ciudadano, pero que, tomados en su conjunto, ofrecen una medida de la conciencia ecológica de los ciudadanos.
Pero, ¿cuál es la relación entre la ciudadanía ecológica y la sostenibilidad de la sociedad? Se ha sugerido ya que una sociedad sostenible necesita de ciudadanos ecológicos. Sin embargo, pudiera suceder que un buen número de ciudadanos ecológicos vive en una sociedad insostenible, probado que no hay una correspondencia automática entre la existencia de aquéllos y el resultado de la sostenibilidad. La razón es sencilla. Nada garantiza la consecución de la sostenibilidad, sea cual sea la forma acordada para ésta, incluso aunque un conjunto de ciudadanos ecológicos la persigan. Después de todo, hay ciertas condiciones estructurales que los ciudadanos no pueden proporcionar por sí solos –aunque sí pueden ejercer presión sobre el Estado para que lo haga él. En todo caso, tampoco hay dudas de que cuanto mayor sea el número de ciudadanos ecológicos en una sociedad dada, mayor será también la probabilidad de que esa sociedad termine por ser sostenible.
Sea como fuere, la noción de ciudadano ecológico ha de llevarse más lejos, si deseamos ponerla en relación con un marco más práctico. A tal fin, podemos señalar una serie de dimensiones de ciudadanía ecológica. Todas ellas son empíricamente mensurables, aunque en ocasiones de manera imperfecta, lo que hace posible la transición desde un concepto abstracto de ciudadanía a la encarnación del mismo en un ciudadano ecológico. Estas dimensiones son por ello, también, indicadores de ciudadanía ecológica.
Hay que establecer una distinción inicial entre aquellas dimensiones que se refieren a valores y opiniones y aquellas otras concernientes a actitudes y conductas. Y ello porque, aunque los valores expresados tienen en sí mismos cierta relevancia en la promoción del cambio social, no bastan para precipitarlo si no se traducen en prácticas sociales que los realizan. De hecho, éste es el problema más habitual con que nos encontramos a la hora de afrontar el estudio empírico de la ciudadanía ecológica: la brecha entre las intenciones declaradas y los comportamientos, o sea, entre lo que se dice y lo que se hace. Es por eso que el criterio propuesto por Jaggers (2009) para identificar al ciudadano ecológico –su “voluntad de actuar”– resulte insuficiente; es más razonable comprobar si ha actuado o no, aunque sea poco. Al fin y al cabo, dada la dimensión material de la relación socionatural, un cambio puramente espiritual carecería de consecuencias prácticas si no viene acompañado del cambio correspondiente en las actitudes y las conductas de los ciudadanos. Más aún, la virtud del ciudadano ecológico reside en la aceptación de su papel voluntario en la búsqueda de la sostenibilidad, ya que cumplir las normas vigentes es una obligación elemental. En consecuencia, podemos distinguir entre afirmaciones (el ciudadano expresa su preocupación por el medio ambiente) y acciones (el ciudadano realiza alguna clase de acción en beneficio de la sostenibilidad) de ciudadanía ecológica.
A. Valores y opiniones.
A1. Concepción del medio ambiente. Una primera dimensión atañe a la concepción del medio ambiente que posee el ciudadano. Se refiere al valor y la función que, conscientemente o no, atribuyen a aquél. La forma en que el ciudadano concibe el medio ambiente es un primer índice de su conciencia ecológica, a pesar de que esa concepción puede no ser coherente con su conducta. Básicamente, pueden oponerse una concepción antropocéntrica y otra ecocéntrica (ver Gagnon y Barton, 1994).

A2. Conciencia de los problemas medioambientales. Influido por su concepción del medio ambiente, cada ciudadano posee una percepción propia de lo que sea un problema medioambiental y de cuál es la prioridad que haya de asignarse a su resolución. Por supuesto, tal conciencia es antes social que individual, por cuanto la noción misma de un problema medioambiental ‘privado’ carece de sentido en este contexto. Pese a ello, la percepción puede variar entre distintos grupos sociales y aún dentro de éstos, lo que explica que no haya una conciencia ecológica homogénea.
A3. Información medioambiental. ¿De dónde obtienen los ciudadanos la información sobre la que basan sus juicios acerca del medio ambiente? Ésta es una dimensión clave de la ciudadanía ecológica, porque ésta será amplia y refinada sólo si los ciudadanos consumen suficiente (buena) información sobre el medio ambiente. Lo que no significa que una persona bien informada haya de ser forzosamente verde, sino, más bien, que la información es una condición necesaria para la formación de ciudadanos ecológicos. Igualmente, la información determina el espectro de soluciones concebibles: cuanta menos información, más escasas las preferencias. Empero, no basta con que el ciudadano obtenga información; de dónde la obtenga es también importante. Si un ciudadano depende de un solo medio, su opinión será la de éste. Y no parece tratarse de un fundamento muy sólido para la ciudadanía ecológica en su conjunto.
A4. La preferencia medioambiental. ¿Qué prioridad otorga el ciudadano a la consecución de la sostenibilidad? La propia noción de ciudadanía ecológica ya parece exigir algo más que la afirmación ciudadana de conciencia medioambiental, en la medida en que esa conciencia bien puede existir sin un reflejo práctico. A este respecto, esta dimensión remite a la importancia que los ciudadanos asignan a las políticas medioambientales y a los cambios necesarios para su aplicación. La preferencia abstracta por el medio ambiente tiene así que comprobarse ante la realidad de sus consecuencias. En otras palabras, si la conciencia ecológica es lo que un ciudadano expresa, la ciudadanía ecológica añade un nivel crucial de análisis, a saber, lo que ese mismo ciudadano hace o deja de hacer.
B. Actitudes y conductas.

B1. Participación cívica y política. Incluyendo todas aquellas acciones llevadas a término por la ciudadanía bien en el terreno de la política informal o que puedan ser descritas como actitudes cívicas pero retengan algún significado político en un sentido amplio. Hablamos aquí de un ciudadano que actúa conscientemente en pro de la sostenibilidad. La participación en movimientos sociales u otras variedades asociativas es el ejemplo característico. Es obvio que la frecuencia e intensidad con la que los ciudadanos asumen un rol activo en defensa del medio ambiente, o demandando políticas más sostenibles, es un índice de ciudadanía ecológica. Estas acciones voluntarias –por ello virtuosas– realizan en la práctica la más abstracta conciencia ecológica.
B2. Conducta doméstica y consumo privado. Si la prioridad medioambiental de los ciudadanos no es expresada en su conducta pública, puede sin embargo encontrarse en la privada. De hecho, es en la esfera doméstica donde las conductas voluntarias que traducen la conciencia ecológica en acciones prácticas está llamada a florecer. Sin embargo, es también en este ámbito donde esa misma conciencia puede demostrarse meramente retórica, o conducir a la adopción de un rol pasivo, de acuerdo con el cual el ciudadano espera que sean otros quienes produzcan la sociedad sostenible. La vida cotidiana es así de la máxima importancia para la sostenibilidad. Y dentro de la misma el disenson política y la sostenibilidad del estilo de vida son instrumentos fácilmente disponibles para la difusión de los valores verdes. En consecuencia, también en este ámbito es crucial la distinción entre obediencia y virtud. Quienes cumplen las normas medioambientales vigentes no están preocupándose por el entorno, sino haciendo lo que deben hacer; por el contrario, quienes llevan a cabo acciones voluntarias de cuidado se conducen como auténticos ciudadanos ecológicos. Por otro lado, muchas prácticas verdes son recomendaciones públicas no exigibles. En algunos casos, se puede ahorrar dinero con ellas, como sucede con la devolución de envases en Alemania o el ahorro energético doméstico –de manera que no está claro en estos casos si el ciudadano se preocupa por el medio ambiente o por él mismo. Pese a ello, la oposición entre legalidad y moralidad es un criterio muy útil en este terreno.
¿Qué acciones de ciudadanía ecológica habrían de incluirse aquí? Por un lado, aquellas conductas domésticas relacionadas con la sostenibilidad, desde adoptar una actitud amistosa hacia el mundo natural a reciclar productos o ahorrar energía. Por otro, habría que destacar el potencial del consumo ecológico, o sea, la adquisición de unos productos en detrimento de otros en función de la mayor o menor sostenibilidad de los mismos. El ciudadano ecológico como consumidor verde puede ser considerado como una fuerza de gran potencial en la promoción de la sostenibilidad mediante el mercado (ver Seyfang, 2005 y Jackson, 2006). Es verdad que, hasta ahora, el consumidor verde es una minoría –pero también lo es el ciudadano ecológico.
A la vista de estas dimensiones, ¿qué es un ciudadano ecológico? Desde luego, es difícil establecer un criterio único de acuerdo con el cual un ciudadano pueda describirse de tal forma. Si lo hiciéramos, correríamos el riesgo de convertir el concepto en una camisa de fuerza, demasiado rígido para evaluar las opiniones y conductas de los ciudadanos. Éstos no son tan rígidos como nuestras descripciones de los mismos. Por lo tanto, parece más útil adoptar las dimensiones descritas como indicadores que nos ayudan a identificar ciudadanos verdes virtuosos, entre los cuales podemos discernir diferentes grados de compromiso medioambiental.
Podemos para ello recuperar ahora los antedescritos grados de disposición personal hacia el medioambiente: adhesión moral, cooperación voluntaria y participación activa. Cada uno de ellos refleja un diferente nivel de compromiso con la sostenibilidad. Éste puede a su vez expresarse solamente en la esfera de los valores y las opiniones (adhesión moral), o puede implicar también acciones voluntarias de cuidado por el medio ambiente (cooperación voluntaria), e incluso un compromiso activo mediante la participación política o cívica (participación activa).
Hay que hacer notar dos cautelas. En primer lugar, un ciudadano que cumple con las leyes medioambientales vigentes no es un ciudadano ecológico: su obediencia es un elemento básico de la ciudadanía, pero no debería de ser considerada una acción de ciudadanía ecológica, si no deseamos privar a ésta de su contenido particular. En segundo lugar, no hay que olvidar que no existe una sola sociedad sostenible. En consecuencia, no podemos identificar al ciudadano ecológico con un modelo dado de sostenibilidad. Un ciudadano puede defender una forma de sostenibilidad que dé prioridad a la justicia sobre la conservación; o al revés; o un modelo basado en la adaptación tecnológica. Sería un error hacer depender la noción de ciudadanía ecológica del apoyo a una forma ‘verdadera’ de sostenibilidad. Más bien, lo que cuenta es que un ciudadano posea conciencia medioambiental y en consecuencia defienda alguna versión de la sociedad sostenible –con independencia del juicio moral que eso merezca al defensor de cualquier otra versión de la misma.
A partir de estas premisas, podemos definir al ciudadano ecológico como aquel ciudadano que, con un grado variable de compromiso, susceptible de ser expresado en distintas esferas –la moral, la doméstica, la pública– y de distinta forma, muestra una disposición suficiente a contribuir a la consecución de alguna forma de sociedad sostenible.
A continuación, adoptando como marco teórico esta definición y los indicadores descritos más arriba, arrojaremos luz sobre los datos empíricos disponibles en torno a las opiniones y conductas medioambientales de los españoles.
3. La ciudadanía ecológica en marcha: el caso español.
Una vez que la ciudadanía ecológica ha sido definida y se han detallado las correspondientes dimensiones mensurables de la misma, este marco teórico puede aplicarse al caso español. Éste servirá así como prueba de la utilidad de nuestra concepción de la ciudadanía ecológica y como medio para obtener un retrato de ésta para el sur de Europa. Con ese propósito, volveremos a distinguir entre valores y opiniones, de una parte, y actitudes y conductas, de otra, mientras que los datos empíricos serán interpretados a partir de las dimensiones de ciudadanía ecológica propuestas.
Metodológicamente, se ha llevado a cabo un análisis cuantitativo de los datos disponibles en los estudios de opinión en el período objeto de estudio (1996-2007). Se ha procedido así a sistematizar en una sola base de datos las preguntas fragmentadas y dispersas realizadas por el CIS en distintos estudios y encuestas. No obstante, se ha recurrido en ocasiones a otras fuentes (la Encuesta Social Europea, algunos Eurobarómetros) con propósitos comparativos. Lo que sigue es, por supuesto, el resumen de un análisis mucho más amplio (ver Valencia, Arias Maldonado y Vázquez 2010).
3.1. Valores y opiniones.

Los españoles poseen una concepción de la naturaleza que propende hacia el extremo ecocéntrico de un continuo que tendría al antropocentrismo en su otro extremo. Sucede que ese juicio no encuentra reflejo alguno en sus conductas. Más concretamente, la naturaleza es percibida no como recurso, sino como un delicado equilibrio [7.1 en una escala de 10], mientras que se considera a los animales como seres que sienten igual o de manera parecida a los hombres, con el consiguiente rechazo de utilización con fines estéticos o de entretenimiento [71% de los españoles]; de hecho, tienen igual condición moral que los hombres para un elevado 23%. Esto se refleja en una concepción intuitiva de la naturaleza sorprendentemente cercana a la concepción defendida por el ecologismo: es bella (6.2 en continuo de 10), pura (5.9), armónica (5.5) y un conjunto de elementos interconectados (5.3) y en equilibrio (4.1). Sin embargo, por otra parte, cuando se interroga a los ciudadanos por el contenido del medio ambiente, nos topamos con una curiosa concepción omnicomprensiva, donde prácticamente todo puede tener cabida dentro de la categoría medio ambiente (Tabla 1). Esto revela una visión algo confusa de lo que sea el medio ambiente, identificado aquí con el más vago entorno.

Tabla 1: Definición de medio ambiente (porcentaje de fila)

	 
	SI
	NO
	NS/NC
	(N)

	
	
	
	

	Los bosques, los montes, el campo 
	97,8
	0,6
	1,6
	2488

	El mar, los ríos, las playas 
	96,9
	0,8
	2,2
	2487

	El agua que bebemos 
	91,7
	4,2
	4,1
	2485

	Las ciudades, los pueblos 
	79
	14,3
	6,7
	2482

	Las aglomeraciones, el tráfico 
	54,2
	38,2
	7,5
	2484

	El entorno familiar 
	53
	36,7
	10,3
	2482

	Las condiciones de trabajo 
	49,1
	38,5
	12,3
	2481

	La vivienda que habitamos 
	60,7
	30,5
	8,8
	2475

	El aire que respiramos 
	93,6
	3,2
	3,2
	2479

	Los animales salvajes 
	93,2
	2,6
	4,2
	2481

	Los animales domésticos 
	82
	11,7
	6,3
	2479

	Los parques, los jardines, las plantas 
	95,5
	1,7
	2,8
	2477

	El entorno político y social 
	31,9
	54,7
	13,4
	2479

	El entorno económico 
	35,7
	51,4
	12,9
	2478

	La energía 
	72,3
	17,6
	10,1
	2478


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del CIS (Estudio 2209, de mayo de1996).

Pregunta: A continuación voy a leerle una lista de cosas. Querría saber, en su opinión, qué cosas, de las siguientes, constituyen el medio ambiente.

En lo que se refiere a la percepción ciudadana de lo que sea un problema medioambiental y qué prioridad haya de dárseles, no es sorprendente que los ciudadanos españoles releguen los problemas relacionados con el medio ambiente a las últimas posiciones, cuando se les interroga acerca de los principales problemas que aquejan al país. Frente a problemas de gran calado social como el terrorismo, que supera con creces el 30% y en ocasiones ha llegado hasta el 80% de los encuestados, o el desempleo, con una media del 50%, las cuestiones medioambientales nunca han superado un magro máximo histórico del 4%. Los mismos ciudadanos, empero, han venido considerando que la solución a los problemas medioambientales es urgente y no menos del 80% de ellos se dicen preocupados por aquellos (Tabla 2).

Tabla 2: Grado de inmediatez e importancia para solucionar los problemas medioambientales (porcentaje en columnas)
	 
	1996
	1997
	1999
	2005

	 
	%
	%
	%
	%

	Un problema inmediato 

y urgente
	72,3
	84,9
	64
	72,6

	Más bien un problema

 de cara al futuro
	20,4
	7,1
	31
	22,7

	Una moda pasajera
	1,2
	
	
	1,1

	No le parece un problema
	1,4
	1,7
	3
	0,7

	NS / NC
	4,8
	6,3
	2
	2,8

	(N)
	2485
	2476
	2499
	2490


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del CIS (Estudios 2209, 2270, 2322 y 2590).

Pregunta: Para Vd. la conservación del medio ambiente es... 

(*) Las submuestras son considerablemente pequeñas, por lo que el margen de error aumenta notoriamente

Puede así comprobarse qué distinto resulta juzgar los problemas medioambientales en conexión con otros problemas de la agenda social y política, en lugar de hacerlo aisladamente; es decir, que aunque pueda expresarse un alto grado de conciencia ambiental, ésta debe contrastarse verdaderamente cuando los bienes ambientales entran en conflicto con otra clase de bienes sociales. Es, si se quiere, la diferencia entre expresar una preocupación moral y una preferencia política. 

En lo relativo a los problemas particulares señalados por los ciudadanos, podemos distinguir tres niveles. En el nivel local, mencionan la suciedad (21.9%) y la polución (18.2%), pero muchos de ellos dejan la pregunta sin respuesta (24%). A nivel nacional, la polución atmosférica (23.1%) y la industrial (20%) están en cabeza, mientras que asuntos como la ausencia de energías limpias o la deforestación son ignorados (menos de 1%). A nivel global, la respuesta más repetida es la ausencia de toda respuesta (30%), seguida por la polución (23%) y el calentamiento global (19%). Por otro lado, si se les pide establecer prioridades entre distintos problemas medioambientales, un 70% de los españoles apuntan hacia la sequía y la falta de agua, seguidos por la pérdida de tierras de cultivo y de biodiversidad, así como la urbanización de espacios naturales.

Es conveniente resaltar cómo la recurrente costumbre de los ciudadanos de responder “No sabe” a muchas de las preguntas sobre medio ambiente y sociedad apunta en la dirección de su escasa capacidad para ponderar los problemas medioambientales básicos, así como, consiguientemente, la importancia crucial de la información ambiental. Los ciudadanos establecen una identificación aparentemente intuitiva entre problemas ambientales y entorno cotidiano inmediato, soslayando en cambio problemas de alcance más amplio, pero menos presencia en el contexto en que se desenvuelven sus vidas.

Precisamente, si atendemos a la dimensión informativa, debemos de preguntarnos de dónde reciben los españoles la información a partir de la cual dan forma a sus juicios sobre el medio ambiente. Cuatro son las subdimensiones relevantes: la cantidad de información que consumen; su interés en este tipo concreto de información; los medios que emplean para obtenerla; y la fiabilidad percibida de las diferentes fuentes.

En cuanto a la primera cuestión, un 32% de españoles se declara bastante informado y sólo un 2.9% dicen estar muy informados, mientras un 54.5% admiten no estarlo mucho. Sorprendentemente, la tendencia es descendente y no ascendente (Tabla 3). Sin embargo, el interés declarado en las noticias medioambientales está creciendo ligeramente –han pasado del 60% al 63% quienes dicen interesarse–, si bien esto no deja de ser algo incongruente: no acaba de verse qué impide a un ciudadano interesado convertirse en uno informado, salvo acaso que su interés no sea tan fuerte como dice.
Tabla 3: Grado de información personal sobre el medio ambiente (porcentajes en columnas)

	 
	1996
	2005

	 
	%
	%

	Muy informado
	4
	2,9

	Bastante
	35,1
	32

	Poco
	49,2
	54,5

	Nada informado
	10,8
	10,2

	NS / NC
	0,8
	0,5

	(N)
	2482
	2490


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del CIS (Estudios 2209 y 2590)

Pregunta: ¿Se considera Vd. muy informado, bastante, poco o nada informado acerca de los problemas del medio ambiente?
Pero, ¿cuáles son los canales preferidos por los españoles para informarse sobre el medio ambiente? Previsiblemente, la televisión no tiene rival (Tabla 4). Cerca de un 69% de los ciudadanos siguieron las noticias medioambientales –toda clase de noticias, para ser más precisos– a través de la televisión en 2005. Después aparecen los periódicos y la radio. Internet carece de relevancia.
Tabla 4: Plataformas utilizadas para informarse sobre el medio ambiente 

(porcentajes en columnas)

	 
	1996
	
	2007

	 
	%
	
	%

	Prensa
	14,2
	
	33,9

	Radio
	9,9
	
	19,2

	Televisión
	71,2
	
	68,7

	Revistas semanales
	0,9
	
	

	Prensa especializada
	1,9
	
	

	Comentarios de otras personas
	1
	
	1,5

	Internet
	
	
	8,9

	Folletos publicitarios
	
	11,2

	Cartas
	
	
	3,3

	Por las propias empresas eléctricas
	10,3

	Instituciones públicas
	                 7,8

	Charlas, conferencias
	
	3,2

	Libros
	
	
	3,1

	Otro
	0,5
	
	2,2

	NS / NC
	0,3
	
	2,8

	(N)
	2217
	
	1580


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del CIS (Estudios 2209 y 2742)

Pregunta: SÓLO A QUIENES SIGUEN LAS NOTICIAS RELACIONADAS CON EL MEDIO AMBIENTE CON MUCHO,  O POCO INTERÉS. ¿A través de qué medio principalmente se entera Vd. de este tipo de noticias? (UNA RESPUESTA).
Esto no deja de ser sorprendente, si se pone en relación con una cuestión distinta, a saber, el juicio sobe la fiabilidad de unos medios sobre otros a la hora de proporcionar información ambiental (Tabla 5). A este respecto, las asociaciones ecologistas son consideradas como la fuente más fiable para obtener información medioambiental en 1996, con más del 60% de apoyo popular, si bien su caída en 2005 las sitúa en tercer lugar con tan sólo el 13%. El relevo es tomado por los medios de comunicación, que del 21,8% de 1996 pasan a un 85,3% en 2005. Las publicaciones e informaciones procedentes de los científicos, pasan del reseñable 34% de 1996, al 13,8% de 2005, conservando en cualquier caso el segundo lugar.

Tabla 5: Plataformas informativas más fiables

(porcentajes en columnas)

	 
	1996
	2005

	 
	%
	%

	Organizaciones ecologistas
	60,5
	13

	Los científicos
	34,4
	13,8

	Las asociaciones de consumidores
	8,2
	2,4

	Los partidos políticos
	0,9
	1,5

	La Administración pública
	3,5
	5,6

	Los sindicatos
	0,6
	0,5

	Las empresas 
	0,6
	2,4

	Los medios de comunicación
	21,8
	85,3

	Los profesionales de la enseñanza
	5,5
	5,9

	Los organismos internacionales
	10,1
	8,8

	Ninguna
	2,2
	3,2

	NS
	13,3
	4,1

	NC
	0,2
	0,8

	(N)
	2489
	868


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del CIS (Estudios 2209 y 2590)

Pregunta: De las siguientes fuentes de información sobre el medio ambiente, ¿cuáles son las dos que considera más fiables? (Máximo dos respuestas).

En cuanto al perfil sociodemográfico –quién sigue estas noticias– nos encontramos con el solo criterio de la mayor educación como razón diferencial de los distintos acercamientos a la información; criterio, por lo demás, previsible: es razonable suponer que recibe más noticias ambientales quien más noticias recibe. Más generalmente, los hombres se informan algo más que las mujeres, mientras que las cohortes de edad más activas son las correspondientes a los 30-45 y los 45-60 años. Asimismo, las poblaciones de más de 50000 habitantes albergan a un mayor número de receptores. Pese a todo lo cual es indudable que los españoles no están bien informados –ni sobre el medio ambiente, ni sobre la actualidad sociopolítica en general.

A partir de aquí, podemos analizar cómo ha de lograrse la sostenibilidad de acuerdo con el criterio de los proto-ciudadanos ecológicos españoles. ¿Cómo contemplan la relación entre la sostenibilidad, de un lado, y el Estado, la sociedad y el mercado, de otro?
Hay que empezar por preguntarse cómo percibe el ciudadano español la aparente dicotomía entre conservación y desarrollo: si como términos incompatibles o eventualmente compatibles. Y ello porque sólo allí donde se percibe un conflicto entre el medio ambiente y otras políticas sociales, cabe hablar de una preferencia en favor de aquél. En este sentido, sólo el 23,5% de los españoles pensaba en 2004 que el crecimiento económico es siempre perjudicial para el medio ambiente; en 2006, únicamente el 15% se mostraba de acuerdo con la idea de que “para garantizar el desarrollo económico, aunque nos duela, hay que deteriorar el medio ambiente”. No está claro si esta posición refleja un mero deseo o un más madurado juicio sobre el particular. En cualquier caso, el ciudadano español expresa una prioridad sobre el medio ambiente si desarrollo y sostenibilidad entran en conflicto (Tablas 6.1 y 6.2).
Tabla 6.1: Economía vs. medio ambiente (In-compatibilidades II) (porcentajes en columnas)

	 
	1997
	1999

	 
	%
	%

	Se debería dar prioridad a la protección 

del medio ambiente, aunque signifique que 

el desarrollo de la economía sea más lento 
	79,5
	74

	Se debería dar prioridad al desarrollo de la economía,

 aunque signifique dañar el medio ambiente 
	8,4
	13

	NS / NC
	12,1
	13

	(N)
	2476
	2489


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del CIS (Estudios 2270 y 2322)

Pregunta: ¿Con cuál de estas frases está más de acuerdo?

Tabla 6.2: Economía vs. medio ambiente (In-compatibilidades III) (porcentajes en columnas)

	 
	2004
	 
	 
	 

	 
	Para proteger el medio ambiente se necesita que haya crecimiento económico en España 
	Está bien que se utilicen animales en experimentos médicos, si con ello se logra salvar vidas humanas 
	El crecimiento económico es siempre perjudicial para el medio ambiente 
	La Tierra no podrá aguantar indefinidamente el ritmo actual de crecimiento de la población 

	Totalmente de acuerdo
	9,7
	18,1
	3,9
	17,3

	De acuerdo
	37,9
	44,1
	19,6
	41,5

	Ni de acuerdo ni en desacuerdo
	13,1
	15,5
	19,5
	12,2

	En desacuerdo
	24,1
	12,5
	39,7
	13,8

	Totalmente en desacuerdo
	4,9
	6,2
	7,2
	2,8

	NS / NC
	10,3
	3,7
	10
	12,4

	(N)
	2499
	2499
	2499
	2499


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del CIS (Estudio 2557, de mayo de 2004)

Pregunta:Y respecto a las siguientes afirmaciones, ¿en qué medida está Ud. de acuerdo, o en

desacuerdo, con cada una de ellas?
Existe así unanimidad a la hora de señalar que debería darse prioridad a la protección del medio ambiente, aunque ello signifique ralentizar el crecimiento económico. Ello es así para casi el 80% de la población encuestada en 1997, y para el 74% en 1999. Entre los sectores económicos más agresores hacia el medio ambiente se encuentran –significativamente– la energía nuclear, así como la industria y el sector inmobiliario, mientras que otros son percibidos de una forma mucho más benévola: trasvases, embalses, agricultura o parques deportivos. Ahora bien, estos resultados deben de ser puestos en cuarentena, hasta tanto no se disponga de datos acerca del modo en que la actual crisis económica pueda afectar a esta preferencia ambiental ciudadana, expresada, a fin de cuentas, en el curso de un ciclo de bonanza económica que se ha prolongado por espacio de unos quince años, facilitando una disposición a sacrificar el crecimiento económico antes abstracta que concreta. Esta misma cautela debe de ser aplicada a la pregunta acerca del grado de sacrificio personal que el ciudadano declara estar dispuesto a hacer en beneficio del estado del medio ambiente.
En este sentido, en una escala entre 1 y 10 (siendo 1 no me sacrifico en absoluto y 10 estoy dispuesto a sacrificarme mucho), los españoles se ubicaban en 2004, como media, en el 7.32%. Pero hablar es gratis. Cuando esos esfuerzos abstractos son reemplazados por sacrificios concretos, surge una clara contradicción entre la conciencia ambiental expresada y el propósito de preservar el estilo de vida adquirido. La idea de pagar por la sostenibilidad resulta especialmente poco atractiva (Tablas 7 y 8).
Tabla 7: Sacrificios concretos (porcentajes en filas)

	 
	2004
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	Muy a favor
	Bastante a favor
	Ni a favor ni en contra
	Bastante en contra
	Muy en contra
	NS/ NC
	(N)

	Pagar precios mucho más elevados
	2,8
	25,3
	23,4
	27,9
	17,4
	3,2
	2499

	Pagar muchos más impuestos
	2,1
	19,9
	20,7
	33,1
	21,6
	2,6
	2499

	Aceptar recortes en su nivel de vida
	2,6
	25,1
	21,2
	29,2
	17,6
	3,4
	2499


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del CIS (Estudio 2557, de marzo de 2004)

Pregunta: ¿Y Vd., personalmente, hasta qué punto estaría dispuesto a...?

Tabla 8: Grado de disponibilidad para mejorar el medio ambiente (porcentajes en filas)

	 
	1996
	 
	 
	 
	 

	 
	SI
	NO
	Duda
	NS/ NC
	(N)

	Pagar un impuesto específico adicional 

para financiar la conservación y protección del medio 
	47.1
	33.1
	11.8
	8
	2485

	Participar en manifestaciones o 

actos de protesta para la defensa del medio ambiente 
	46.7
	37.5
	7.9
	7,9
	2480

	Colaborar con grupos ecologistas para impedir 

el desarrollo de una actividad económica

 que perjudique el medio ambiente 

en su localidad o alrededores 
	51.8
	30.6
	8.6
	9
	2480


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del CIS (Estudio 2209 de mayo de 1996)

Pregunta: ¿Y Vd., personalmente, estaría dispuesto a…?
De este modo, la pregunta acerca de la preferencia medioambiental de los ciudadanos españoles arroja unos resultados ambiguos. Si, por una parte, los ciudadanos desean que exista una compatibilidad entre sostenibilidad y desarrollo, por otra otorgan preferencia al medio ambiente sobre el crecimiento económico si es necesario elegir entre dos valores en conflicto, pero rechazan en su mayor parte ser los protagonistas de los sacrificios personales necesarios para realizar esa preferencia. La lección parece clara: cuanto más abstracto es el cambio propuesto, más fácilmente es aceptado. Y viceversa. 

Tal vez la solución a tal aporía pueda encontrarse en las políticas de sostenibilidad elegidas por los ciudadanos. Pues bien, no es sorprendente que los ciudadanos españoles opten mayoritariamente por un enfoque top-down, vale decir, de imposición pública de normas restrictivas de las conductas privadas. Esto puede deberse bien a un realismo que reconoce la dificultad de alcanzar la sostenibilidad mediante cambios voluntarios de conducta, bien a una suerte de reflejo estatalista que externaliza las responsabilidades y las sitúa únicamente en manos del Estado. Se diría, en este sentido, que los ciudadanos españoles no acaban de reconocer el papel que deben jugar en la realización de la sostenibilidad. No obstante, es interesante anotar que para una mayoría de los españoles, su esfuerzo carece de sentido si los demás no hacen esfuerzos también (Tabla 9). En esta suerte de dilema del prisionero, el ciudadano hace un esfuerzo condicionado al de los demás –de manera que la conducta virtuosa no es vista como un fin en sí mismo, sino como algo de valor instrumental. Más aún, el hecho de que el ciudadano se sacrifique ya muestra que no se percibe un estilo de vida más sostenible como una mejor forma de vida.

Tabla 9: Auto-percepción de la capacidad de influir en el medio ambiente (CIS 2742) (2007) (porcentajes en filas)
	 
	Más bien de acuerdo
	Más bien en desacuerdo
	N.S.
	N.C.
	(N)

	Lo que yo haga no tiene impacto si el resto de ciudadanos no hacen lo mismo 
	51.3
	45.0
	3.2
	0.4
	2462

	El medio ambiente no me interesa 
	4.8
	91.9
	2.6
	0.7
	2462

	Lo que yo haga no tiene impacto si las empresas o industrias contaminantes no hacen más esfuerzos por proteger el medio ambiente 
	63.6
	32.4
	3.2
	0.7
	2462

	Tengo cosas más importantes en las que pensar que el medio ambiente 
	31.0
	61.3
	5.4
	2.2
	2462

	No pienso que el medio ambiente esté en peligro 
	9.4
	83.4
	6.5
	0.7
	2462


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del CIS (Estudio 2742, de noviembre de 2007)

Pregunta:¿En qué medida está Ud. de acuerdo o en desacuerdo con cada una de las afirmaciones siguientes?
Es revelador que, mientras los españoles creen que sus compatriotas no se preocupan lo suficiente por el medio ambiente (el 76% decía en 2005 que los demás no tenían respeto ni se preocupaban por el entorno), se ven a sí mismos y su grupo social –los ciudadanos– como el más comprometido de todos, por delante, por ejemplo, de los sindicatos o los partidos políticos. Y ellos mismos (o quien elaboró la encuesta, claro) apuntan que la falta de educación ambiental es el factor clave a la hora de explicar la pobre ejecutoria de la ciudadanía (56.9% en 2005), junto con la falta de información (21.2%). La responsabilidad individual no aparece por ningún sitio: la resignación medioambiental es aliada de la auto-exoneración. Por otro lado, los ciudadanos españoles ven a sus vecinos europeos como más preocupados e implicados, gracias, otra vez, a una mejor educación e información. No obstante, los ciudadanos españoles son o dicen ser conscientes de su responsabilidad: una mayoría de ellos (74.6%) apoyan la idea de que todos los actores sociales han de trabajar junto al Estado para lograr la sostenibilidad.
¿Debe el Estado, entonces, intervenir en favor del medio ambiente? Para los españoles, no hay duda: así es. Casi el 80% pensaba en 2004 que los gobiernos deberían promulgar leyes que obligasen a los ciudadanos a respectar el medio ambiente, incluso si ello pudiera interferir con el derecho que tienen a decidir por sí mismos. Postura similar, incluso más firme aún, se da en relación a las empresas, que deberían acatar la legislación gubernamental por encima de sus propios intereses para casi el 90% de los españoles. Así pues, se apuesta por un enfoque regulativo clásico, sin rastro de estrategias indirectas o de la asunción individual de responsabilidades medioambientales. Por otro lado, un 91.4% de los españoles favorcen una aproximación internacional a los problemas ecológicos.
3.2. Actitudes y conductas.
¿Cuáles son las acciones de ciudadanía ecológica que realizan los españoles? Nos referiremos primero a las acciones políticas informales y a aquellas que, pese a su perfil cívico, pueden adquirir un sentido político.
Pues bien, en relación con el activismo colectivo de tipo voluntario, existe, para empezar, un muy escaso conocimiento acerca de las asociaciones que trabajan sobre el particular. Tan sólo se da un reconocimiento público de Greenpeace (34.1%) y en mucha menor medida de ADENA (11.6%). Destaca, por tanto, el enorme porcentaje de “no recuerda” (54,5%). Naturalmente, a este desconocimiento se corresponde una condigna falta de militancia en asociaciones ecologistas, que no hace más que replicar en este ámbito la escasa disposición de los españoles al asociacionismo político o movimental: tan sólo un 3,8% de la población pertenecía en 2004 a algún grupo o asociación cuyo objetivo fuera proteger el medio ambiente. Por otro lado, desde el año 1996 existe un claro déficit de activismo medioambiental, como demuestra el hecho de que el 82,8% no hubiese realizado entonces ningún tipo de actuación o actividad, en los últimos cinco años, a favor del medio ambiente. La firma sigue siendo la práctica colectiva más ejercida (18,1%), seguida de la participación en actos de protesta (14,9%). Las donaciones a grupos ecologistas no llegan al 10% de encuestados, en una lista que cierra la pertenencia a grupos o asociaciones en defensa del medio ambiente con menos del 4% de ciudadanos involucrados.

Puede así concluirse que los ciudadanos españoles no asumen un papel activo en la defensa de la sostenibilidad, expresándose con ello una carencia general de tensión pública que es endémica a nuestra sociedad. Están dispuestos a cooperar con las autoridades, o eso sostienen, pero no a participar políticamente en la definición democrática de una sociedad sostenible.
Si nos fijamos en la esfera privada, incluyendo tanto las conductas cívicas relacionadas con el medio ambiente (reciclar, ahorrar energía, tener una disposición amistosa hacia el mundo natural) como el consumo ecológicamente orientado, ¿cómo se conducen los españoles? La comparación con otros países europeos es reveladora. Allí donde el 70% de los ciudadanos de Luxemburgo o Eslovenia realizan algún tipo de acción en beneficio de la sostenibilidad, mientras que sólo un 23% de italianos y polacos hacen lo propio, el 40% alcanzado por los españoles no alcanza la media europea y queda lejos del compromiso exhibido por otros ciudadanos europeos (Tabla 10).
Tabla 10: Conductas individuales pro-ambientales. Europa (porcentajes en filas)

	 
	Esfuerzos personales para proteger 

el medio ambiente 

	 
	Normalmente
	Algunas veces
	Pocas veces
	Nunca
	NS/NC

	Luxemburgo (506)
	73
	24
	2
	1
	0

	Eslovenia (1091)
	73
	24
	2
	0
	1

	Malta (500)
	67
	28
	4
	1
	0

	Bélgica (1000)
	62
	31
	6
	1
	0

	Francia (1000)
	61
	33
	4
	0
	2

	Finlandia (1013)
	57
	34
	8
	0
	1

	Alemania (1561)
	53
	36
	9
	1
	1

	Irlanda (1000)
	52
	36
	7
	3
	2

	Dinamarca (1059)
	49
	42
	7
	2
	0

	Austria (1007)
	49
	38
	8
	2
	3

	Países Bajos (1011)
	48
	42
	7
	3
	0

	Lituania (1004)
	47
	42
	7
	2
	2

	Reino Unido (1312)
	43
	46
	8
	3
	0

	Suecia (1000)
	41
	45
	12
	2
	0

	España (1031)
	40
	45
	9
	5
	1

	Letonia (1011)
	40
	44
	11
	3
	2

	República Checa (1025)
	40
	42
	15
	2
	1

	Eslovaquia (1203)
	40
	39
	17
	1
	2

	Estonia (1002)
	39
	39
	16
	4
	2

	Hungría (1005)
	38
	36
	18
	7
	1

	Grecia (1000)
	36
	47
	12
	5
	0

	Chipre (508)
	34
	48
	14
	4
	0

	Portugal (1000)
	29
	55
	11
	4
	1

	Italia (1018)
	23
	53
	17
	4
	2

	Polonia (1000)
	23
	46
	19
	9
	2

	EU (25)
	43
	42
	10
	3
	2


Fuente: Special Eurobarometer 217. The attitudes of European citizens towards environment. Abril 2005.

Nota: N entre paréntesis

España se sitúa también por debajo de la media europea, a la altura de 2008, en todo tipo de conductas privadas relacionadas con la vida cotidiana. Si dividimos el número de acciones cívicas llevadas a cabo en un país por el conjunto de su población, España obtendría 2 puntos, a comparar con los 3.7 de Luxemburgo o los 3.3 de Finlandia y Suecia (la media es de 2.6).
En lo referido a las prácticas públicas individuales, sólo la plantación de árboles recibe algún tipo de adhesión, encontraste con la pobrísima ejecutoria de los españoles en otra clase de actividades (Table 11).
Tabla 11: Prácticas ecológicas individuales públicas (porcentajes en filas)

	 
	SI
	NO
	(N)

	Reciclado de residuos (pilas, etc.) 
	7
	93
	2480

	Plantación de árboles 
	28
	72
	2480

	Asistencia a manifestaciones en favor del medio ambiente 
	9
	91
	2480

	Participar en la extinción de incendios 
	2,9
	97
	2480

	Colaborar en actividades de limpieza urbana 
	5,3
	95
	2480

	Participación en actividades y en asociaciones de defensa del medio 
	11
	89
	2480

	Otras actividades personales de respeto del medio ambiente (educación de los hijos,...) 
	14
	86
	2480


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del CIS (Estudios 2209, de mayo de 1996)

Pregunta: SÓLO A QUIENES HAN REALIZADO ALGUNA ACTUACIÓN O ACTIVIDAD A FAVOR DEL MEDIO AMBIENTE, EN LOS ÚLTIMOS CINCO AÑOS ¿Recuerda Vd., en este momento, cuál?

En lo relativo a las prácticas puramente domésticas, el ahorro de agua y energía están en ascenso, si bien la práctica más extendida es la separación de residuos. Los españoles también proclaman la necesidad de evitar los ruidos, algo que parecen estar lejos de hacer (Tabla 12).
Tabla 12: Activismo ecológico individual privado (prácticas domésticas generales y hábitos de compra responsable) (porcentajes en filas)

	 
	Habitualmente
	 
	 
	 
	Algunas 
	veces 
	 
	 
	Nunca
	 
	 
	 
	NS / 
	 NC
	 
	 

	 
	1996
	2005
	2006
	2007
	1996
	2005
	2006
	2007
	1996
	2005
	2006
	2007
	1996
	2005
	2006
	2007

	Domésticas generales
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Utiliza diferentes recipientes según el tipo de desecho doméstico de que se trate (plástico, papel, pilas gastadas, etc.)
	37,6
	47,1
	
	57,8
	23,4
	24,1
	
	21,5
	28,8
	28,3
	
	18
	10,2
	0,5
	
	0,3

	Pone en práctica medidas domésticas para economizar agua 
	49,7
	41,8
	48,9
	 
	31,5
	33,5
	33,6
	 
	18,1
	23,8
	17
	 
	0,7
	0,8
	0,5
	

	Trata de evitar ruidos 
	59,6
	58,4
	
	 
	30,1
	33,9
	
	 
	8,9
	6,7
	
	 
	1,4
	1
	
	

	Usa sistemas de ahorro de energía en su hogar (bombillas de bajo consumo, paneles solares) 
	31,8
	
	42,1
	
	28,5
	
	28,4
	
	38,7
	
	26,5
	
	1
	
	1,5

	Apaga electrodomésticos cuando no se usan, utilizando el interruptor 
	64,1
	
	
	
	19,9
	
	
	
	14,9
	
	
	
	0,5

	Compra responsable
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Compra productos ecológicos, productos no contaminantes para el medio ambiente 
	23,3
	12,8
	
	 
	39,9
	44,8
	
	 
	31,5
	37,9
	
	 
	5,2
	4,5
	
	

	Adquiere productos con envases que luego puede reutilizar 
	16,3
	
	
	
	38,2
	
	
	
	40,4
	
	
	
	5

	Compra electrodomésticos de bajo consumo 
	33,6
	
	
	
	24,9
	
	
	
	29,6
	
	
	
	6,3

	Compra ropa o prendas que incorporen materiales reciclables
	3,1
	
	
	
	14,9
	
	
	
	68,5
	
	
	
	13,7

	Lleva su propia bolsa o carro de la compra 
	26,7
	 
	 
	 
	25,1
	 
	 
	 
	46
	 
	 
	 
	2,1

	(N)
	2486
	2490
	2472
	2462
	2486
	2490
	2472
	2462
	2486
	2490
	2472
	2462
	2486
	2489
	2472
	2462


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del CIS (Estudios 2209, 2590, 2635 y 2742)

Pregunta: ¿Podría decirme si Ud., habitualmente, algunas veces o nunca...?

Los datos sobre consumo ecológico son escasos, pero recientes. Más del 30% de la población en 1996 y casi el 38% en 2005 no había adquirido nunca productos orgánicos o no contaminantes. Cuando se hace, suele tratarse de una adquisición esporádica. No obstante, es aún más interesante prestar atención a la brecha entre la disposición al consumo ecológico y a su práctica real. Esta brecha se da en todos los países europeos y nunca está por debajo de los 45 puntos. Si la media europea está en los 58, España exhibe aquí un déficit moderado de apenas 53 puntos –si bien el número de personas que practica el consumo ecológico es menos abundante que en otros países (Tabla 13).
Tabla 13: Disposición al consumo ecológico, compra efectuada y diferencia (porcentajes en filas)
	 
	Dispuesto a comprar


	Compra efectuada


	Diferencia



	Dinamarca (1000)
	86
	41
	45

	Suecia (1015)
	88
	42
	46

	Austria (1012)
	81
	33
	48

	Eslovaquia (1055)
	69
	17
	52

	Rumanía (1000)
	63
	11
	52

	España (1000)
	64
	11
	53

	República Checa (1169)
	71
	17
	54

	Irlanda (1000)
	70
	16
	54

	Luxemburgo (500)
	84
	28
	56

	Reino Unido (1305)
	79
	23
	56

	Malta (500)
	81
	24
	57

	Hungría (1000)
	72
	14
	58

	Países Bajos (1000)
	76
	18
	58

	Francia (1024)
	77
	19
	58

	Alemania (1519)
	76
	18
	58

	Bélgica (1004)
	79
	20
	59

	Bulgaria (1000)
	66
	7
	59

	Italia (1039)
	72
	11
	61

	Finlandia (1038)
	85
	23
	62

	Eslovenia (1016)
	80
	18
	62

	Letonia (1009)
	79
	16
	63

	Polonia (1000)
	77
	13
	64

	Lituania (1018)
	72
	8
	64

	Estonia (1002)
	84
	19
	65

	Portugal (1000)
	75
	7
	68

	Grecia (1000)
	88
	13
	75

	Chipre (505)
	91
	14
	77

	UNIÓN EUROPEA
	75
	17
	58


Fuente: Special Eurobarometer 295. Attitudes of European citizens towards the environment. 2008

(N) entre paréntesis

Desde este punto de vista, pues, la ciudadanía española parece estar apenas modernizada. El consumo ecológico no tiene relevancia y, en consecuencia, el mercado para esa clase de bienes es muy limitado. Se dan algunas prácticas de ahorro familiar, pero son todavía raras y no pueden explicarse únicamente en términos de conciencia ecológica, dado que las razones económicas también cuentan. Las prácticas sostenibles de los españoles son así antes deberes legales que acciones virtuosas en beneficio del medio ambiente.
4. Conclusión: una ciudadanía ecológica débil.
Se ha enfatizado que una noción de ciudadanía ecológica construida sobre la base de las dimensiones descritas en este trabajo nos permite evaluar la medida en la que los ciudadanos se comportan realmente como ciudadanos ecológicos. El resultado de esa medición no es, ni puede ser, perfecto, ya que la ciudadanía ecológica parece ser un asunto de grados antes que de una perfecta correspondencia entre el mundo real y un modelo ideal. No obstante, aparte de señalar esas dimensiones que, tomadas en su conjunto, dan forma a un retrato del ciudadano ecológico, hemos subrayado la importancia de distinguir entre los deberes legales y las virtudes voluntarias –siendo así que el auténtico ciudadano ecológico exhibe las segundas en lugar de limitarse a cumplir los primeros.
En ese sentido, el estudio del caso español no es esperanzador. El ciudadano español se inclina por adherirse moralmente a la causa medioambiental y muestra cierta tendencia a cooperar, voluntaria pero modestamente, en la esfera doméstica, pero a cambio apenas participa en campañas medioambientales o actos de protesta de ninguna clase. Se puede decir, en consecuencia, que la característica principal de la conciencia ecológica de los españoles es su debilidad. Más aún, vemos al ciudadano ecológico como alguien que no sólo cumple con las leyes medioambientales, sino que también despliega una serie de virtudes morales y disposiciones práticas hacia el entorno, entonces el ciudadano ecológico español no existe todavía. Algo que constituye un obvio hándicap en el camino de la sociedad española hacia la sostenibilidad.
Acaso el ejemplo español no sea del todo representativo. España carece de una tradición cívica fuerte y de una cultura verde relevante, en contraste con otros países europeos. Pese a ello, estas singularidades mediterráneas no deberían mermar la utilidad potencial de nuestras conclusiones en relación al estudio del ciudadano ecológico en su conjunto. De hecho, las debilidades descritas en el caso español están lejor de ser un rasgo únicamente meridional. Hay, en cambio, una propensión universal a la expresión retórica de la conciencia medioambiental –a través de valores y opiniones– antes que a su plasmación conductual –mediante prácticas sostenibles. El ciudadano expresa valores medioambientales, pero no los realiza en su vida cotidiana. Se trata de un aspecto preocupante, dado el papel central que las esferas privada y doméstica juegan en la consecución de la sostenibilidad. En otras palabras, el hecho de que la conducta de los ciudadanos no vaya de la mano de sus valores puede contemplarse como prueba de la debilidad de estos últimos. Y una sociedad sostenible difícilmente podrá construirse con ciudadanos ecológicos meramente retóricos.
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